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			“En materia de deuda pública […] Ningún
empréstito podrá celebrarse sino para la ejecución
de obras que directamente produzcan
un incremento en los ingresos públicos…”
(artículo 73, fracción VIII, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos)



















			






			CAPÍTULO I






			LA CUENTA ES DE 140 MIL
MILLONES DE DÓLARES












			El destino de los pueblos que renuncian a la razón es siempre el mismo: la tragedia. Ese momento de insensatez colectiva se da cuando los argumentos no convencen a nadie.






			Lo vivimos ahora en México. Shakespeare parece estar entre nosotros, con mirada atónita ante el aplauso de víctimas que presencian la destrucción de su futuro y vitorean el frenesí demencial que nos arroja a décadas atrás.






			Me parece verlo sentado en el tronco de un guarumbo derribado en la selva maya por donde pasará un tren de 500 mil millones de pesos sin pasajeros.






			Lo veo junto a los manglares destruidos en Dos Bocas para poner una refinería de 400 mil millones de pesos sobre un pantano.






			Ahí está Shakespeare, sentado en la banca de escuela a la que iban niños a estudiar y comer nutritivo y variado, y ahora llegan sin más alimento en el estómago que una tortilla con sal, a escuchar a un profesor que tiene la instrucción de enseñarles a odiar a otros niños.






			Shakespeare observa el pozo negro donde se tiraron un billón 300 mil millones de pesos para que México pierda aún más dinero.






			Recorre hospitales insalubres, sin medicinas, y ve filas de pobres afuera de farmacias privadas para ser atendidos a cambio de comprar ahí los antibióticos que hasta hace poco tenían gratis.






			Pasea cabizbajo sobre las ruinas de un aeropuerto que le daría al país miles de millones de pesos cada año y en lugar de ello los mexicanos pagan esos miles de millones con la única finalidad de destruirlo.






			Llega al puesto de periódicos y acerca la vista a las encuestas que confirman el apoyo mayoritario de la población al partido gobernante para que siga en el poder y consume la destrucción de un gran país.






			Entonces el mejor dramaturgo inglés de todos los tiempos saca de la bolsa de su levita un manuscrito de El rey Lear y subraya la línea que escribió hace poco más de 400 años: “Calamidad de los tiempos cuando los locos guían a los ciegos”.






			Hay desdén por la razón en el país de nuestros días. Como ironizó Jorge Luis Borges en un ciclo de conferencias en la Universidad de Belgrano en Buenos Aires, con la cita de Emerson que alerta de la inutilidad de los argumentos para convencer a los que no quieren oír, tal parece que la verdad surgida de la observación y la evidencia está condenada a la derrota frente al poder hipnótico de la mentira.






			Sin importar que la mayoría se incline a propiciar la consumación de su desgracia, hay que decirlo y dejar constancia del error de poner el instinto delante de la razón.






			Aunque no sería la primera vez que un pueblo, de manera libre y a pesar de tener otras opciones, atente contra su propio interés, dice Barbara W. Tuchman en La marcha de la locura: La sinrazón desde Troya hasta Vietnam.






			No hemos aprendido la lección que se repite una y otra vez en la historia, desde la guerra de Troya narrada en la Ilíada escrita por Homero 800 años antes de Cristo, hasta la actualidad de Donald Trump en Estados Unidos y López Obrador en México.






			Cuando los griegos fingieron la retirada de sus naves frente a Troya, dejaron a las puertas de la ciudad sitiada un gigantesco caballo de madera que en su interior tenía a los guerreros de Aquiles. Contra toda racionalidad los troyanos decidieron libremente quitar el dintel de las puertas Esceas para meter el caballo, a pesar de la profecía que anunciaba la caída de Troya el día que quitaran los dinteles.






			Rechazaron, de manera libre y sin presiones, usar la razón cuando Lacoonte argumentó contra la insensatez de caer en la trampa sin siquiera ver el interior de la falsa ofrenda a la diosa Atenea.






			Virgilio, en la Eneida, lo cuenta así:






			Pero he aquí que, a la cabeza de un numeroso tropel, Lacoonte, furioso, baja de lo alto de la ciudadela y grita desde lejos: “¡Oh!, desdichados ciudadanos!, ¿a qué tan gran locura?, ¿creéis que los enemigos se han marchado?, ¿o es que creéis que los presentes de los dánaos carecen de engaños?, ¿así se conoce a Ulises? O bien dentro de ese caballo de madera se ocultan los aqueos, o esa máquina se ha fabricado en el sentido de nuestras murallas para inspeccionar nuestras casas y desde lo alto caer sobre la ciudad, o ella oculta alguna estratagema; no os fieis de ese caballo, troyanos. Cualquier cosa que sea, yo temo a los dánaos, incluso en sus ofrendas a los dioses”.






			Los acompañantes de Lacoonte pedían a gritos que rompieran el caballo, pero el rey Príamo y el resto de los troyanos decidieron introducirlo mansamente, con sus manos, al interior de la ciudad cuyas murallas habían resistido 10 años de acoso griego. Así fue borrada Troya de la faz de la tierra.






			En 2018 una mayoría de mexicanos, de manera voluntaria y sin presiones, decidió introducir a López Obrador a Palacio Nacional, a pesar de las alertas, señales, datos y evidencias de lo que con él entraría. Ahí venían, entre algunas personas valiosas, enemigos de la economía de mercado, de la pluralidad política, de la tolerancia, de la diversidad cultural, de la ley y del derecho individual frente al Estado.






			Dentro de nuestro caballo de Troya venían todo tipo de resentidos sociales, ignorantes de cualquier saber ordenado, negacionistas de la ciencia, dinosaurios del estatismo, marxistas setenteros que no evolucionaron, promotores de la lucha de clases, destructores por naturaleza y no pocos piratas.






			Sucedió porque México dejó de razonar. Desde grandes empresarios, clases medias, los sectores de bajos ingresos y hasta las iglesias católica y evangélica se inclinaron ante López Obrador en un tsunami de 54% de la votación, a pesar de tener a José Antonio Meade en la boleta.






			Fue un acto de locura colectiva. Los obispos de la Conferencia Episcopal, en un 70%, promovieron el voto en favor de Barrabás y sus feligreses les siguieron.






			Al cabo del sexenio, el resultado, medido en dinero, habrá sido que México perdió 140 mil millones de dólares por la mala decisión de los electores. Es lo que nos ha costado el gobierno de López Obrador. Hay que repetirlo, para asimilar el precio económico del error: 140 mil millones de dólares.






			Durante los llamados gobiernos “neoliberales”, desde Carlos Salinas de Gortari hasta Enrique Peña Nieto, el país creció un promedio de 2.58% del producto interno bruto (PIB) cada año.






			Con López Obrador, en sus cuatro primeros años de gobierno, la economía creció un promedio de 0.2% anual.






			Vamos a dar por buenos los pronósticos del Banco de México que suponen, con escenario optimista, que la economía crecerá 3% en 2023 y 1.6% en 2024, y el resultado del crecimiento en el sexenio de López Obrador será de 0.9% del PIB.






			De haber seguido con el ritmo de crecimiento de 2.58 anual promedio que traíamos con los gobiernos de Carlos Salinas hasta Peña Nieto, la economía de México debió crecer este sexenio un total de 15.5 puntos del PIB.






			Solo creceremos 5.3% en total, sumados los seis años.






			Lo que dejamos de crecer en esta administración, de haber seguido la tendencia de 2.58% anual, equivale a 10.2 puntos del PIB, que es igual a 140 mil millones de dólares.






			¡Ah! Pero hubo una pandemia y eso paró la economía, lo que hace injusta la comparación, se dirá. Pero es una verdad a medias. Lo cierto es que hubo una pandemia, lo falso es que el covid-19 por sí solo tiró la economía. Quien la hizo retroceder fue López Obrador.






			En 2018, último año de Peña Nieto, la economía creció 2.2%. Y al año siguiente, 2019, sin pandemia, la economía no creció, sino que decreció 0.2 por ciento.






			Durante ese año, 2019, el mundo sí creció: en promedio, 2.9 por ciento. El año duro de la pandemia, 2020, la economía mundial cayó 3.1 por ciento. ¿Y México? La economía de nuestro país se desplomó 8.7 por ciento.






			¿Por qué nos fue tan mal, comparados con el resto del mundo?






			Porque al inicio de la pandemia el presidente dijo que no había de qué preocuparse, solo estar atentos, y el apoyo fiscal que destinó a amortiguar el golpe económico fue mínimo. De una lista de 84 países monitoreados por el Fondo Monetario Internacional, México ocupó el lugar 83 en recursos destinados a defender su economía, con una inversión de 0.7% del PIB.






			Solo Uganda estuvo por debajo de nosotros. Alemania e Italia destinaron el equivalente al 40% de su PIB para evitar la quiebra de empresas, pérdida de empleos, y garantizar que la gente tuviera ingresos durante el aislamiento. En América Latina, Brasil incrementó su gasto en 15% del PIB y Chile en 12 por ciento.






			A pesar de no haber cerrado el país con medidas más estrictas para detener el covid-19 y alcanzar, por esa decisión, el triste lugar número cuatro en número de defunciones en el mundo, la recuperación económica de México ha sido más lenta que la del resto de los países.






			De acuerdo con datos compilados por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) (en gráficas que me facilitó el economista independiente Eugenio Sánchez), el PIB real en el país, en el segundo trimestre de 2023 fue solo 3.1% más alto que en el último trimestre de 2018.






			Fatal, si lo comparamos con el crecimiento económico alcanzado en otros países.






			Por ejemplo, Estados Unidos registró un incremento de 8.8% en su PIB real desde finales de 2018, Chile 6.4%, Brasil 9.2% y Colombia 13 por ciento.






			Errores, ocurrencias, fijaciones ideológicas y la obsesión de volver al pasado, han hecho que México pierda, además de 140 mil millones de dólares, lo que otros han ganado: tiempo.






			Para la realización de este libro conversé con decenas de economistas, exfuncionarios, académicos, empresarios, científicos, periodistas especializados a los que mucho agradezco su tiempo y paciencia, especialmente a mis compañeros de El Financiero Karla Rodríguez y Baude Barrientos.






			De las pláticas con economistas saco una conclusión alentadora: México ha perdido tiempo y este se puede recuperar con rapidez en el siguiente sexenio. Bastaría, por ejemplo, con reanudar la reforma energética, que aún está en la Constitución.






			Al finalizar el gobierno anterior, cuando el candidato ganador de las elecciones Andrés Manuel López Obrador le pidió al presidente Enrique Peña Nieto que frenara las rondas petroleras, Petróleos Mexicanos (Pemex) tenía una lista de proyectos de inversión por 200 mil millones de dólares.






			Ese dinero, que no entró al país, equivale a casi el doble de la deuda externa bruta de México, que es de 118 mil 667 millones de dólares (cifras de abril de 2023). Y también duplica la deuda del propio Pemex, que es de 107 mil 387 millones de dólares, a mayo de 2023.






			En lugar de ganar dinero, que es la función de cualquier empresa productiva, el presidente López Obrador tomó las decisiones correctas para que Pemex perdiera dinero. En este sexenio la petrolera del Estado les ha costado a los mexicanos un billón 300 mil millones de pesos.






			Son los recursos que la Secretaría de Hacienda le ha transferido (750 mil millones de pesos), más exenciones fiscales y otros estímulos.






			Ese dinero pudo haberse destinado a infraestructura carretera, portuaria, equipamiento de hospitales y dotar al país de un sistema de salud pública de primer mundo, o a la creación de una policía nacional, civil, bien pagada, entrenada y con armamento de tecnología avanzada para brindar seguridad en las 32 entidades federativas.






			Cuestión de elegir. AMLO tiró el dinero en Pemex.






			Su idea era, y sigue siendo, aumentar la producción de petróleo. Sin calificar si el propósito es bueno, regular o malo, el resultado es el siguiente: la producción de petróleo crudo sin condensados alcanzó en 2018 un promedio de un millón 813 mil barriles diarios. Y “en el mes de julio de 2023 se produjeron un millón 573 mil barriles diarios en promedio, y en los primeros siete meses del año la cifra fue de 1 millón 595 mil barriles, lo que significa una caída de 12% en el lapso considerado”, explicó Enrique Quintana en su columna Coordenadas, en agosto de 2023.






			¿Se acabó el petróleo en México? Desde luego que no. Lo que sucede es que está en aguas profundas del golfo de México, lo que demanda una elevada inversión que ninguna petrolera puede afrontar por sí sola: se hacen alianzas, distribuyen funciones y costos. Y ganan dinero. Muchísimo. Lo que contrasta con las pérdidas gigantes de Pemex en años en que todas las petroleras del mundo reportaron ganancias récord, por los elevados precios del crudo en los mercados internacionales.






			La apuesta por la refinación nos ha costado cara. La refinería en Dos Bocas, que iba a costar 8 mil millones de dólares, ya va en 18 mil millones de dólares consumidos y será en 2024 cuando empiece a producir.






			Se eligió mal el lugar para su instalación. Falta la obra de tendido de ductos para introducir gas y hacerla funcionar, un ferrocarril para sacar el coque, no hay suficiente energía eléctrica, y está construida sobre un pantano, lo que garantiza inundaciones periódicas.






			Tampoco hay cómo sacarlo y el combustóleo. Ni capacidad para almacenarlo.






			Con esos 18 mil millones de dólares se pudieron comprar tres refinerías en Texas, llave en mano, y ahí sí ganar dinero.






			En los primeros cuatro años y medio del gobierno actual, las refinerías han perdido 595 mil 754 millones de pesos de acuerdo con sus estados financieros auditados. Es decir, 33 mil millones de dólares en pérdidas (a 18 pesos por dólar el tipo de cambio), y vamos por más.






			Para expresarlo con toda precisión, estos son los datos del Sistema de Información Energética de la Secretaría de Energía: de 2019 al final de 2022 se refinaron 989 millones de barriles de petróleo. Las pérdidas netas acumuladas de Pemex Refinación en ese periodo fueron de 35 mil 245 millones de dólares. El resultado es un crimen: por cada barril refinado perdemos 35 dólares con 60 centavos.






			De tal manera que las refinerías en el mundo tienen una ganancia aproximada, promedio, de 10 dólares por cada barril que refinan (Brasil está alrededor de cinco dólares de utilidad por barril), en nuestro país perdemos 35.6 dólares por cada barril que refinamos.






			Con un agravante adicional: las refinerías en México se han vuelto cada año más contaminantes, por la utilización de chapopote en lugar de emplear gas para su funcionamiento.






			Así, mientras en 2018 las refinerías de Pemex arrojaban 277 mil toneladas anuales de emisiones de azufre a la atmósfera, en lugar de reducirlas como establecen los compromisos internacionales adquiridos y firmados, estas se han incrementado: en 2023 las emisiones de óxido de azufre alcanzan las 577 mil toneladas.






			La Comisión Federal de Electricidad (CFE), una empresa que hasta el inicio del presente gobierno ganaba dinero, en los primeros cuatro años del mandato de López Obrador ha perdido 253 mil millones de pesos.






			Parece una cifra menor si la comparamos con la hemorragia de Pemex, pero no perdamos la capacidad de asombro ni la dimensión de las cantidades de recursos tirados. Esos 253 mil millones de pesos en pérdidas de la CFE equivalen al ingreso adicional que ha tenido el gobierno por recaudación de impuestos durante toda la administración.






			El Servicio de Administración Tributaria (SAT) apretó con razón y sin razón a los contribuyentes para lograr ese ingreso adicional. Y se despilfarró en aportaciones y subsidios a la CFE, una empresa del Estado que funcionaba bien y tenía ingresos propios suficientes para operar.






			Ahora hay que darle dinero, y el país no genera electricidad suficiente para garantizar energía a las empresas que ven en México como la mejor opción para deslocalizar sus operaciones (nearshoring). Pero aquí la electricidad es poca, cara y sucia, porque sacaron a los privados de la producción de energías limpias.






			Es posible que en los próximos dos años se presenten apagones, aunque no es tanto el problema de falta de generación, sino la falta de capacidad de distribución, porque la CFE no invirtió un centavo en cuatro años.






			Dice el gobierno que sí ha cumplido sus compromisos de generar electricidad con base en energías limpias: se construyó una gran planta fotovoltaica, con energía solar, en Puerto Peñasco, Sonora, con capacidad de mil megawatts. Eso es verdad. El proyecto es en tres etapas y ya está terminada la primera. Pero veamos de qué se trata, cuánto cuesta y a quiénes beneficia.






			El promedio del costo por megawatt instalado es de 800 dólares, y la fotovoltaica de Puerto Peñasco cuesta mil 600 dólares por megawatt instalado. El doble. ¿Por qué tan cara? El gobernador de Sonora, Alfonso Durazo, entregó sin concurso la construcción de la planta que costará mil 600 millones de dólares, en lugar de 800 millones de dólares.






			Su explicación es que la planta tiene baterías que absorben las variaciones (rampeo) en la generación de electricidad y garantizan el flujo constante de energía, aunque pasen nubes. Pero las baterías ya vienen en todas las plantas solares, no es algo nuevo, pues nadie contrataría luz con una empresa que da el servicio con altibajos pronunciados.






			Otra explicación de Durazo es que esa planta fotovoltaica en Puerto Peñasco conectará el norte con el sur, lo cual tampoco es correcto. La línea de transmisión actual, que llega de Puerto Peñasco a Hermosillo, es una línea vieja y de poca capacidad, que no resiste mil megawatts.






			El gobierno anterior tenía todo listo para arrancar los trabajos de una línea de transmisión nueva, de alta eficiencia, que conectaría Mexicali con Hermosillo. El gobierno de López Obrador canceló el proyecto con el argumento de la austeridad, aunque las iba a hacer el sector privado y se pagaría con el servicio de transmisión. El Estado mexicano, y el de Sonora, no iban a desembolsar un solo peso por esa línea.






			Dice Alfonso Durazo que la planta de mil megawatts (una capacidad ciertamente muy grande) va a exportar energía limpia a California, porque está conectada con Mexicali y esa ciudad fronteriza tiene una línea de transmisión a Estados Unidos, lo cual es cierto.






			Pero en California solo se acepta —y se paga— como energía limpia aquella que viene por líneas de transmisión dedicadas exclusivamente a ellas, sin que transporten otras que son contaminantes. La energía de la fotovoltaica de Puerto Peñasco la comprarán en California a precio de chatarra.






			Haber pagado mil 600 millones de dólares por la planta fotovoltaica, que debió costar la mitad, se explica por la asignación directa. Faltan otras explicaciones. Si es para exportar y ganar dinero con ella, ¿por qué se instaló en Puerto Peñasco y no en Mexicali?






			Si era para dar luz solar a las ciudades pequeñas o medianas de la región, ¿por qué hicieron una de mil megawatts y no 10 de 100 megawatts, junto a los centros de consumo?






			¿Por qué no la pusieron junto a Hermosillo o Caborca o Empalme o Ciudad Obregón? En todas ellas pega muy bien el sol. ¿Por qué una planta de mil megawatts, que puede iluminar 100 millones de lámparas o 560 mil hogares, en Puerto Peñasco, donde viven 62 mil 689 personas?






			La explicación del gobierno federal y del gobernador Durazo es que ahí, en ese lugar, Daniel Chávez Morán, dueño de Vidanta, regaló 2 mil hectáreas para instalar la planta.






			Da la casualidad que Chávez Morán, uno de los empresarios favoritos del presidente López Obrador, tiene su complejo turístico en Puerto Peñasco, que es una maravilla, según se aprecia en las fotografías. De tal suerte que el regalo no es tal. La tierra en el desierto vale muy poco.






			Lo que hizo el dueño de Vidanta es poner un terreno para que el gobierno, con dinero de los sonorenses, le construya una planta generadora de energía limpia y barata para abastecer de aquí a la eternidad a sus hoteles y a los que desee en adelante construir.






			Sin gas y sin energía eléctrica, o sin capacidad para distribuirla, el país no podrá crecer. Dejamos ir cientos de miles de millones de dólares de ingresos en inversión, por el freno a la reforma eléctrica y la parálisis energética derivada de la no inversión en gas.






			Este será el primer sexenio que no tendrá nuevas centrales de generación de energía eléctrica activas. Las que empezaron en 2019 son obra del sexenio anterior, que se dejaron listas, en pruebas operativas.






			Las de ciclo combinado que están en proceso arrancarán dentro de uno o dos años.






			El fenómeno del nearshoring (relocalización de industrias) ha sido subutilizado por México debido a la escasez de gas y de electricidad barata y limpia. El país se está quedando sin capacidad de hacer llegar electricidad a los nuevos parques industriales por falta de redes de transmisión.






			¿Y el gas? ¿No hay gas en México? Sí hay gas, pero no se ha invertido en modernización de equipos para separar el gas del petróleo crudo que se extrae. Por tanto, ese gas se quema en la atmósfera.






			Perdemos el valor del gas y perdemos el valor de los líquidos que vienen asociados al gas: propano, etano, butano. Estos los tenemos que importar para abastecer a la industria petroquímica. El nuestro, lo quemamos. Quemamos el dinero.






			El 50% de la electricidad que consumimos en el país viene del gas. Y nos volvimos dependientes de Estados Unidos, al que se lo compramos. El 90% del gas que utiliza la CFE y la industria nacional es importado. De Texas, prácticamente todo.






			Tenemos 12 o 14 interconexiones con el país vecino, por lo que en caso de una desavenencia grave nos cierran unas cuantas válvulas y nos ponen de rodillas. Paralizan a la industria y nos dejan a oscuras.






			De modo que el gobierno que iba a “rescatar a la CFE”, la llevó de ser una empresa que ganaba dinero a una que lo pierde. Y nos hizo dependientes de Estados Unidos, de una decisión visceral del gobernador texano o de una helada severa en ese estado. La “soberanía energética” no se va a cumplir, sino que está en franco retroceso.






			La falta de gas va a retrasar la entrada en funcionamiento de la refinería en Dos Bocas. Ya se estima en más de 18 mil millones de dólares el gasto y no hay manera de traer suficiente gas ni cómo sacar el coque. Es un monumento a la ignorancia y a la improvisación.






			El mismo día en que la secretaria de Energía, Rocío Nahle, anunció (agosto de 2023) que estaban empezando las pruebas de arranque de la refinería, el consorcio TransCanada informó que ya tenían los derechos de vía para empezar a tender los ductos marinos desde Tuxpan hasta Minatitlán para luego interconectar el gasoducto con el Sistema Nacional de Gasoductos en Cactus (Tabasco). Eso tarda entre 14 meses, en el mejor de los casos, y dos años en concluirse. Y de Cactus hay que llevarlo a Dos Bocas.






			El coque es un subproducto del petróleo que queda en el fondo del barril, el residuo sobrante después del proceso de calentamiento por destilación. Tiene un valor. La industria cementera lo usa (Cemex, en su planta de Tamuín, San Luis Potosí).






			La refinería en construcción no tiene por dónde sacarlo. El puerto no está diseñado para ello y no hay ferrocarril. La única opción es transportarlo en camiones, por carretera.






			Pero, además de que debe viajar a una temperatura de 40 a 60 grados, no hay manera de hacerlo en camiones. Con la refinería al 90% de su capacidad, la producción de coque al día será de 7 mil toneladas. Su densidad es como la del agua, por lo que estamos hablando de 7 mil toneladas por 20 metros cúbicos lo que hay que cargar todos los días. Es un camión que debe entrar a la refinería, cargarlo y sacarlo de Dos Bocas, a una temperatura de 60 grados, cada tres minutos.






			¿Y para dónde van a ir? De la costa tabasqueña hasta San Luis, un camión cargado de coque cada tres minutos, día y noche. No hay manera. Esa refinería está condenada, salvo que se le inviertan otros 10 mil millones de dólares en obras complementarias.






			Relativamente cerca de ahí pasará un tren, pero turístico. El Tren Maya. No nos detendremos en él, ya que el costo de su construcción, el daño ambiental y su rentabilidad lo dicen todo. Solo unos párrafos:






			Para 2024 tendrá un presupuesto de 120 mil millones de pesos, lo que implica una inversión total, desde su inicio, de 515 mil 762 millones de pesos. Eso quiere decir que costará, cuando menos, tres veces más de lo presupuestado cuando se lanzó el proyecto. Unos 30 mil millones de dólares.






			De su utilidad deja constancia el desinterés del sector privado en obtener la concesión de alguno de sus tramos. Ninguna empresa postuló para operarlo. Y cuando se ofreció concesionarlo gratuitamente, tampoco hubo algún grupo que levantara la mano.






			El tren por el cual se tumbó selva, se destruyeron mantos acuíferos y ecosistemas nos ha costado 30 mil millones de dólares y de por vida habrá que subsidiarlo con el dinero que nos quitan de nuestros impuestos.






			La rentabilidad del Tren Maya será de cero pesos.






			De movilidad hablamos. Durante el sexenio anterior se financiaron un promedio de 104 carreteras cada año, pavimentaciones de caminos. El actual gobierno tiene en promedio cuatro pavimentaciones al año. La inversión en drenaje, agua potable, saneamiento del agua, se redujo aproximadamente en 70 por ciento.






			En Texcoco se destruyó un aeropuerto de seis pistas, que llevaba un 30% de construcción y se pagaba solo. Esa destrucción costó más de 10 mil millones de dólares (235 mil millones de pesos, para ser precisos), entre lo que se pagó a los que habían comprado fibra (35 mil millones de pesos), más lo que hay que seguir pagando a los tenedores de bonos internacionales de largo plazo, lo que se dejó enterrado, y lo que se pagó a quienes en su momento hicieron ese 30 por ciento.






			Lo fuerte, sin embargo, es lo que el país dejó de percibir por la destrucción del Nuevo Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México (NAICM). La cifra de lo que no tendremos cada año por la cancelación se escribe así: $1 000 000 000, un billón de pesos anuales, para hacerlo comprensible.






			El actual aeropuerto de la Ciudad de México, por la actividad económica y comercial que genera, aporta 1.6 puntos del PIB a la economía, con los poco más de 40 millones de pasajeros que trae. La aportación del NAICM era el triple, toda vez que llegarían a la capital del país, por esa terminal aérea de seis pistas, alrededor de 140 millones de personas. Esto es, 3.2 puntos del PIB.






			Un billón de pesos al año ya no se va a generar porque esos 140 millones de pasajeros no van a llegar. Seguiremos en 40 millones, más los que aporte el Aeropuerto Internacional Felipe Ángeles (AIFA), cuya construcción también hubo que pagar.






			Al billón de pesos que no va a llegar, más los 10 mil millones de dólares que costó destruirlo, más el costo del AIFA, hay que sumar deuda.






			¿Por qué deuda? ¿No que se pagaba solo? En efecto, así era, con el impuesto de derechos de aeropuerto que eroga cada pasajero al comprar un boleto. Pero el cálculo era basado en lo que pagarían 140 millones de pasajeros al año, y nos quedamos con 40 millones de pasajeros al año que no dejan lo suficiente para pagar los bonos.






			Al hacer el recuento de las pérdidas del gobierno, que tira el dinero de los contribuyentes, presté poca atención cuando un colega mencionó el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (Infonavit) como una pista a seguir. Me equivoqué porque no sabía que el Instituto de Vivienda de los Trabajadores es la institución financiera más grande de México. Muy por encima de Citibanamex o de BBVA, por ejemplo.






			El punto es que en junio de 2023, de los 5 millones 473 mil 228 créditos, están en mora 838 mil 843 créditos. La cartera vencida es de 329 mil 576 millones de pesos. El 15.3% del total.






			A ver, ¿329 mil millones de pesos en cartera vencida?






			Sí. ¿Es normal? En la banca comercial, promedio, la cartera vencida es de 2.6%. En el Infonavit siempre ha sido más alta la moratoria. Al finalizar el gobierno anterior la cartera vencida del instituto era de 7.5%. Con López Obrador se disparó al doble.






			No se cobra y eso se traduce en votos. “Tonto el que pague”, dirán algunos. Como la luz en Tabasco.






			Un petrolero me reconfortó. ¿Te asustas por 10 mil, 15 mil o 20 mil millones de dólares tirados en la destrucción del NAICM? Es una locura, sí, pero equivale a la inversión en un pozo petrolero en aguas profundas. Y de esos, México tiene 40, por lo menos. Es cosa de reanudar las rondas de la reforma energética y el país se repone.






			Días después, un viejo y sabio economista me recordó algo que escribió Paul Krugman: “Los países no quiebran, solo pierden tiempo”.






			Lo único que no tiene remedio es la muerte. Y el gobierno de López Obrador es responsable de la muerte de 506 mil mexicanos que pudo salvar durante la pandemia y no lo hizo. Un crimen.






			Una rápida mirada al tema salud para sustentar esa afirmación. La revista científica The Lancet publicó en marzo de 2022 un estudio realizado en 191 países y territorios, en el que señala que el número de muertes en exceso en el mundo triplicaba a los datos oficiales reportados, y se ubicaba en 18 millones 200 mil personas entre el 1 enero de 2020 y el 31 de diciembre de 2022. Los años de la pandemia.






			El exceso de muertes es la diferencia entre el número de fallecimientos por todas las causas y el número esperado según las tendencias anteriores. En ese periodo, la tasa promedio de muertes en exceso (covid-19) en el mundo fue de 120 personas fallecidas por cada 100 mil habitantes. En México, la mortalidad en exceso fue de 325 personas por cada 100 mil habitantes. Casi el triple de la media mundial.






			De acuerdo con los datos dados a conocer por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), entre enero de 2020 y marzo de 2022 en México se registraron 758 mil 826 muertes en exceso. ¿Cuántos debieron morir en México por covid-19, de habernos ubicado en el promedio mundial? Doscientas cincuenta y dos mil 600 personas. Y fallecieron 758 mil.






			Es decir, del total de muertos por covid-19 en México, 506 mil fueron por cuenta del presidente López Obrador y del encargado de combatir la pandemia Hugo López-Gatell.






			Medio millón de muertes que se pudieron evitar si el presidente hubiera tomado en serio la pandemia, sin chistes de que el covid-19 solo les daba a los corruptos y a los que mentían. Sin engañar con que la mejor manera de frenar la pandemia era con amuletos, o que el presidente no se contagiaba, que no eran necesarios los cubrebocas, que había que salir a consumir a los mercados, sin ahorros en equipo médico para proteger al personal de Salud, sin tardanza en la compra de vacunas, con test gratuitos en todo el país.






			Para tener una idea de la dimensión de la catástrofe causada por la irresponsabilidad presidencial, hagamos la comparación de muertos por covid-19 en México y los fallecidos por esa misma causa en otras dos naciones con una cantidad de población relativamente similar a la nuestra y con dispar grado de desarrollo. En México, uno de cada 165 habitantes murió por covid-19. En Japón, uno de cada 23 mil 800. En Vietnam, uno de cada 18 mil 100 vietnamitas, me dijo el doctor Francisco Moreno.






			Cuando se les pregunta a expertos cuánta gente debió morir en México por covid-19, la respuesta es “menos que en el resto del mundo”.






			¿Por qué? Porque México tiene una población muy joven. El promedio de edad en el país es de 29 años, bastante menos que en otros centros de población en que hubo alta mortalidad por covid-19. En Estados Unidos el promedio de edad es de 38.9 años, y en Europa es de 42.5 años. Y la mayor cantidad de víctimas fatales de la pandemia fueron personas adultas.






			Sí, el cálculo de muertes por cada 100 mil habitantes —tres veces arriba de la media mundial— es terrible, pero el resultado es aún más catastrófico por el número de años de vida que se perdieron.






			No existe una cifra exacta, pero México debe ser el país que más años de vida perdió por la pandemia, debido a la muerte de gente joven. A diferencia de la economía, el daño en este campo es irreversible. Quinientos seis mil mexicanos muertos por los errores del presidente para proteger a la población de la crisis de covid-19.






			Aunado al manejo irresponsable de la pandemia está el hecho reportado por el INEGI: por decisión de este gobierno, 30 millones de mexicanos perdieron el acceso a la salud. La cifra es producto de la desaparición del Seguro Popular.






			El dinero para salud se lo llevaron al tren, al pozo negro de Petróleos Mexicanos, a la destrucción del aeropuerto, y a la compra de votos vía programas sociales consistentes en efectivo y condicionados al apoyo al partido Movimiento de Regeneración Nacional (Morena).






			El castigo de López Obrador a la salud de los mexicanos golpeó también a sus bolsillos. Con la pérdida de atención médica a través del Seguro Popular aparecieron como hongos los consultorios privados a bajo costo, o gratuitos en algunos casos, junto a las grandes cadenas de farmacias.






			Los datos del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) indican que se brindan alrededor de 500 mil consultas diarias en sus clínicas y hospitales en todo el país. Los consultorios privados que nacieron con la retirada del Estado de la atención a la salud de la población están dando cerca de 400 mil consultas diarias. Con un detalle que implica un conflicto de interés flagrante: te atiendo por 30 pesos, pero te receto un antibiótico de 500 pesos que te vendemos aquí en la farmacia.






			Donde un gobierno pone el dinero, ahí está su prioridad. Con datos de la Secretaría de Hacienda, El Economista publicó en julio de 2023 (nota de Belén Saldívar) que el gasto en salud de este año ha sido el menor en una década. De hecho, hasta 2023 completaba tres años seguidos a la baja.






			Los muertos, muertos están. El daño a la economía es tiempo perdido que se puede recuperar con cierta rapidez si se actúa con celeridad y se toman las decisiones adecuadas.






			En educación, una o dos generaciones de mexicanos pagarán en vida la gravedad de haberles devuelto el poder a los sindicatos que deciden sobre promociones y contenidos, eliminaron las evaluaciones y cercenaron por 30 años la posibilidad de que a los niños se les enseñe a pensar.






			Con la destrucción de la reforma educativa, el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE) y la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE) han vuelto a tener el control de la vida profesional de los maestros y el futuro de los niños.






			Se le enrojecen las mejillas de coraje a Aurelio Nuño, sube el tono de la voz y exclama: “¡No puede haber mayor crimen que dejarles a los niños un maestro que sabes que no sirve!”. La diferencia entre un buen maestro y un mal maestro equivale a años de conocimiento.






			Un niño que durante seis años de primaria tuvo un buen maestro va a salir con niveles de conocimiento de secundaria, mientras que un niño que tuvo un mal maestro va a salir con niveles de un niño de tercero de primaria. Esa brecha que se empieza a hacer en la infancia es irrecuperable.






			Entramos en la era de la robótica y de la inteligencia artificial, en la que un estudiante necesita desarrollar capacidad analítica, capacidad de juicio, capacidad interpretativa, capacidad de razonar, necesita conocimiento de idiomas, empezando por el suyo, el español. Esas son las habilidades que van a demandar los nuevos puestos de trabajo que surgirán en lugar de los trabajos manuales o mecánicos que están siendo sustituidos por robots, algoritmos e inteligencia artificial.






			¿Cuál es la profundidad de la deficiente educación a la que el presidente ató por décadas a la niñez? Esta es la respuesta: de acuerdo con la prueba del Programa para la Evaluación Internacional de los Estudiantes (PISA, por sus siglas en inglés), que hace la OCDE a los jóvenes en el mundo, en México solo 1% de los estudiantes de 15 años de edad es capaz de distinguir entre un hecho y una opinión después de leer un texto corto.






			Esos jóvenes, a los que se ha condenado a la ignorancia, no podrán siquiera leer e interpretar un manual. ¿En qué van a trabajar? ¿De qué van a vivir? ¿Cómo se van a expresar las crisis de desencanto con la existencia?






			La brecha de la desigualdad se va a ampliar entre los que se alimentaron bien, tuvieron un buen profesor y desarrollaron capacidades analíticas, y los que no. Estos tres elementos: alimento nutritivo antes de clases, maestro capacitado y aprender a pensar, se los quitó Andrés Manuel López Obrador a la niñez mexicana cuando comenzaba a brotar la semilla del cambio.






			Todavía más hondo es el daño causado a México por el actual gobierno, porque el desarrollo del país estará limitado por la falta de capital humano. Y el avance tecnológico correrá en dirección opuesta a la libertad individual: serán muy pocos los que puedan elegir a qué dedicarse. ¿De qué sirve ir a la escuela si no se egresa de ahí capacitado para discernir y decidir correctamente?






			Los electores no pensaron en las consecuencias cuando, con su voto y en libertad, metieron a Palacio Nacional al caballo de Troya que destruyó el futuro a decenas de millones de niños. Pusieron oídos sordos a la sensatez de Casandras y Lacoontes que pedían a gritos razonar: ¡vean quiénes van a adentro de ese caballo!






			A diferencia de los troyanos, a nosotros se nos brinda una segunda oportunidad, la última, para que usemos la razón y la mayoría vote por sacar al caballo del lugar donde nunca debió entrar.
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